Régimen de los infortunios laborales. Por Dr. Jorge Luis Ginzo.
La Ley 9688.

En los albores del desarrollo del derecho del trabajo, se dio lugar al tratamiento del resarcimiento de los infortunios laborales en una ley especial, la Ley 9688 sancionada y promulgada en el año 1915, que con modificaciones estuvo vigente hasta el 26 de diciembre de 1991, oportunidad en que entró en vigencia su similar número 24.028.
En ese entonces, el Código Civil no brindaba una adecuada protección resarcitoria de los infortunios en general, incluidos los laborales, toda vez que el mismo era apegado al factor subjetivo de atribución de la responsabilidad. No existía responsabilidad sin culpa,  por tanto en el caso de los trabajadores sólo podían lograr una reparación de los daños que le hubiere provocado el accidente, cuando probaban que al menos sus lesiones habían sido causadas por negligencia de sus empleadores.

La ley 9688 introduce el factor objetivo de atribución de la responsabilidad civil en el mundo del trabajo, el que sólo se encontraba previsto en nuestro Código Civil para el supuesto del daño provocado por animales feroces.

A lo largo de sus más de setenta años de vigencia, la Ley 9688 sufrió un sinnúmero de modificaciones. Las más significativas fueron:

· Ampliación del ámbito de aplicación de la Ley 9688 a las actividades forestales, agrícolas, ganaderas y pesqueras (Ley 12.631 del año 1940);

· El Decreto Ley 764 del año 1957 que incorporó la obligación de proveer aparatos de prótesis y ortopedia a los trabajadores damnificados;

· Se modificó la elocución con motivo y en ejercicio de la ocupación en que se les emplea por el hecho y en ocasión del trabajo. Este cambio terminológico y conceptual dio lugar al surgimiento de la figura de la enfermedad accidente;

· La Ley 12.647 que dispuso que la percepción de la indemnización de la Ley 9688 no excluía ni suspendía ninguno de los beneficios establecidos en las leyes de jubilaciones, pensiones y subsidios;

· Se reconoció el accidente in itinere, se elevó el plazo de la prescripción a dos año, se eliminó el tope original de tres mil pesos, etc. (Ley 15.448);

· El trabajador damnificado o en su caso, sus derecho habientes podían accionar en forma directa contra la compañía de seguros;

· La recepción de la teoría de la indiferencia de la concausa fue incorporada al régimen de la Ley 9688, por la modificación introducida por su similar 23.643 que entró en vigencia en el año 1.988, al igual que la posibilidad de la acción de reagravación;
· En el sistema de la Ley 9688 la contratación de un seguro por parte del empleador era optativo.

Dentro del período de vigencia de la Ley 9688, no podemos dejar de señalar la trascendencia del dictado de la Ley 19.587 de Higiene y Seguridad en el Trabajo.

La Ley 24.028
Esta Ley derogó y sustituyó a la Ley 9688, entrando en vigencia el 26 de diciembre de 1991.

Esta ley en rigor de verdad, repitió sustancialmente el esquema de su antecesora. Mantuvo el régimen de opción entre la indemnización tarifada con garantía estatal y las causales de exoneración de la responsabilidad de los empleadores y la indemnización integral del derecho civil.

Entre los cambios más significativos introducidos por la nueva norma al régimen de reparación de los infortunios laborales podemos mencionar:

· Se elimina la culpa grave como eximente de responsabilidad del empleador o asegurador, pero se los exime de responsabilidad por las reagravaciones de las incapacidades establecidas en el examen preocupacional;

· Elimina la aplicación de la teoría de la indiferencia de la concausa;

· Se suprime la acción directa del damnificado contra la aseguradora;

· Traslada al fuero Civil la acción del reclamo basada en el derecho común;

· Habilita la posibilidad de arribar a un acuerdo transaccional o conciliatorio en sede judicial, previa realización de una pericia médica.

La aplicación de esta norma dio lugar en algunos supuestos, a fallos desproporcionados por la repotenciación de las indemnizaciones por aplicación de los índices de actualización monetaria. Situación que la Ley Martínez Raymonda de 1991 pretendió morigerar con un éxito parcial. En seguida surge el denominado Plan de Convertibilidad que impedía la actualización (Ley 23.928).

Ley 24.557 sobre Riesgos del Trabajo  
Esta Ley promulgada el 3 de octubre de 1995, recién entró en vigencia plena el 1ero. de julio de 1996 y significó la implementación de un sistema radicalmente distinto en materia de tratamiento de los infortunios laborales.
La nueva norma declara que sus objetivos son:

· Prevención de los riesgos del trabajo;

· Reparación de los daños derivados del trabajo;

· Reducción de la siniestralidad laboral a través de la prevención;

· La rehabilitación de los trabajadores damnificados;

· La recalificación y recolocación de los trabajadores damnificados, y

· La promoción de la negociación colectiva para la mejora de las medidas de prevención y las prestaciones reparadoras de los daños.

Esta norma pone el acento en la faz preventiva y no en la resarcitoria.

Desde el punto de vista de su ámbito de aplicación, la Ley 24557 incluye a todos los trabajadores dependientes del sector privado, a los funcionarios y empleados del sector público nacional, provincial o municipal, las personas obligadas a prestar una carga pública, al personal del servicio doméstico.

La Ley habilita la posibilidad del autoseguro para el supuesto de los empleados públicos y de aquellos empleadores del sector privado que demuestren contar con solvencia económica y financiera para prestar por si mismos tanto las prestaciones dinerarias como en especie establecidas por la Ley.

Contingencias cubiertas por la Ley 24.557
La ley cubre los accidentes del trabajo, incluido el accidente in itinere y las enfermedades profesionales contempladas en el listado confeccionado por el Poder Ejecutivo. Excluyendo de su cobertura a las denominadas enfermedades accidente.
Incapacidades indemnizables
Las incapacidades indemnizables son:

· Incapacidad laboral temporaria;

· Incapacidad laboral permanente, total o parcial, provisoria o definitiva;

· Gran invalidez, y

· Muerte.

Prestaciones

Pueden ser dinerarias o en especie y las mismas se encuentran definidas en los arts. 11 a 20 de la norma.

Vale la pena destacar que entre las prestaciones en especie se encuentran comprendidas la asistencia médica y farmacéutica, la provisión de prótesis y ortopedia, rehabilitación, recalificación profesional y servicio funerario.

Estructuración del sistema
El gerenciamiento corresponde a las aseguradoras de riesgos del trabajo, que son personas jurídicas de derecho privado con fines de lucro.

La supervisión del sistema la ejerce la Superintendencia de Riesgos del Trabajo y la regulación del sistema lo comparte con la Superintendencia de Seguros.

Financiamiento

El mismo se conforma con las cotizaciones que integran los empleadores asegurados.

Notas salientes del nuevo régimen
· Supresión de la opción de la vía civil para el damnificado. El sistema está concebido como un sistema cerrado y tarifado;

· Alteración de las reglas de competencia, desplazando a la Justicia laboral en beneficio de los Tribunales Federales con competencia en la Seguridad Social;

Cuestionamientos al régimen de la Ley 24.557

Pocas veces una norma mereció tan serios cuestionamientos desde su entrada en vigencia, como la que nos encontramos analizando.

Sus detractores pusieron en énfasis en los siguientes puntos:

· Imposibilidad de acceder a una reparación integral por parte de los trabajadores damnificados, atento el sistema tarifado y cerrado definido por la norma. Esta veda el acceso a la vía civil –art. 39 de la LRT;

· Objetan la federalización del tratamiento judicial de los reclamos a que dé lugar la aplicación de la norma. Consideran que la materia es propia de los jueces laborales y ajena a la materia federal;

· Que resulta violatoria de los principios de igualdad ante la ley, de no discriminación, de razonabilidad de las normas, de defensa en juicio en su faceta de acceso a la jurisdicción, de inviolabilidad de la propiedad, de integralidad de los beneficios de la seguridad social, entre otros;

· El pago de prestaciones dinerarias, en los casos en que éstas se abonan en rentas periódicas mensuales.

El cuestionamiento a la falta de reparación integral de los daños psicofísicos sufridos por los trabajadores resulta indefendible, máxime si tenemos en cuenta las previsiones de los arts.76 y 86 de la LCT que prevén la reparación integral de los daños inflingidos por los trabajadores a los bienes materiales y a los intereses de sus empleadores.

A esta altura de nuestro análisis, resulta interesante recordar la declaración formulada en las XV Jornadas Nacionales de Derecho Civil celebradas en Mar del Plata en el año 1995 en el sentido que: Es discriminatorio el art. 39 de la LRT en cuanto priva a las víctimas de infortunios laborales de acceder a la tutela civil para la reparación que gozan todos los habitantes, conforme al derecho común.
Breve reseña de fallos de la Corte Suprema de Justicia dictados en relación con el sistema de la LRT
1-Gorosito, Juan Ramón con Riva S.A. y otro sobre daños y perjuicios.
Se trataba de un caso en el que el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Neuquén había rechazado un recurso de casación y había dejado firme una sentencia de las instancias inferiores que había declarado la inconstitucionalidad del art. 39 de la LRT, siendo que el accionante no había interpuesto en su oportunidad el recurso contra el pronunciamiento de la Comisión Médica Central por ante la Cámara Federal de la Seguridad Social.

La Corte hizo lugar al recurso extraordinario interpuesto por la citada en garantía y ordenó el dictado de un nuevo fallo.

El Tribunal en su pronunciamiento estableció que era válida la creación de un sistema específico para la reparación de los daños del trabajo y su separación del régimen general de responsabilidad del Código Civil. Que ello no resulta per se discriminatorio, violatorio del principio de igualdad ante la ley o del derecho de propiedad. Ni importa la dispensa de la responsabilidad del empleador, sino la sustitución del obligado frente al siniestro.
El fallo fue dictado por el más alto tribunal en su anterior composición y no fue considerado por los jueces civiles y laborales como un antecedente que resultara de aplicación más allá del caso concreto.

Con posterioridad la Corte Suprema de Justicia tuvo oportunidad de pronunciarse nuevamente en casos sometidos a su consideración, vinculados con la aplicación de la LRT, variando la orientación de su doctrina.

En especial resulta indispensable mencionar las causas:

Castillo, Ángel Santos con Cerámica Alberdi S.A. (7-9-2004). En este caso la Corte confirmó un fallo del SCJ de la Provincia de Mendoza, que había mantenido la resolución de la primera instancia, en la que se había declarado la inconstitucionalidad del art. 46, inc. 1 de la Ley 24.557.

Dos semanas más tarde se dicta el fallo Aquino, Isacio con Cargo Servicios Industriales S.A.. En este pronunciamiento la Corte confirma un fallo de la CNAT que había confirmado un pronunciamiento de primera instancia que había declarado la inconstitucionalidad del art. 39, inc. 1 de la LRT, condenando a la demanda al pago de la indemnización por daños derivados de un accidente laboral, con base en el Código Civil.
Posible sentido de las reformas al régimen de la LRT
Sin lugar a dudas los proyectos de reforma que se presenten a consideración del Congreso de la Nación, incluido el del Poder Ejecutivo Nacional deberán dar respuesta a los cuestionamientos formulados por la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Estimamos que las figuras de las ART y de la Superintendencia de Riesgos del Trabajo se sostendrán, reasignándoles a cada una de ellas nuevas funciones.

La SRT deberá tomar para sí las funciones inspectivas relativas a la Ley de Higiene y Seguridad, además de conservar sus incumbencias tradicionales.

Otro de los puntos que seguramente se incluirá en la reforma es la habilitación de la vía civil para perseguir un resarcimiento pleno de los daños sufridos por el trabajador, a la par que la restitución de su competencia a los jueces del trabajo para intervenir en las causas por infortunios laborales.

La nueva ley de RT deberá dar respuesta a dos necesidades, la primera de ellas garantizar a los trabajadores sus derechos en plenitud y la segunda, la implementación de un sistema que resulte con costos posibles de ser absorbidos por los empleadores en el marco de una economía expuesta a una fuerte competencia en casi todos sus sectores.
